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De mi mayor consideración:
 
 

Tengo   el   agrado   de   dirigirme   a   usted   en   mi   carácter   de  Titular de la Agencia de Acceso a la 
Información Pública (AAIP) -autoridad de aplicación de la ley Nº 25.326 de Protección de los Datos Personales- en 
respuesta a su nota NO-2023-15721613-APN-DSHIYATI#MRE, mediante la cual se solicitan aportes respecto de la 
resolución 47/23 del Consejo de Derechos Humanos relativo a las tecnologías digitales nuevas y emergentes y los 
derechos humanos.

Se advierte que en la Resolución 47/23 sobre las tecnologías digitales nuevas y emergentes y los derechos humanos, 
aprobada por el Consejo de Derechos Humanos el 13 de julio de 2021, se reconoce que el uso de tecnologías 
digitales nuevas y emergentes pueden conllevar riesgos para la intimidad y la privacidad de los individuos.

En este sentido, y luego de analizar las preguntas orientadoras realizadas por La Oficina del Alto Comisionado para 
los Derechos Humanos consideramos pertinentes realizar los siguientes aportes.

I. Protección de datos personales y privacidad. Marco legal

El derecho a la privacidad y la protección de datos personales resultan centrales en la protección de la dignidad 



humana, la honra y la intimidad.  Se encuentra consagrado en distintos instrumentos de derechos humanos con 
jerarquía constitucional en nuestro país, como la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención 
Americana De Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.  Además, la protección 
de los datos personales está garantizada en el artículo 43 de la Constitución Nacional, así como Ley N° 25.326, que 
regula los principios fundamentales aplicables en materia de protección de datos personales, así como los derechos 
de los titulares de los datos.

En línea, considerando que el tratamiento de datos y el uso de nuevas tecnologías digitales conlleva determinados 
riesgos de seguridad y de protección que pueden producir impactos negativos, la Agencia de Acceso a la 
Información Pública aprobó en el año 2018 la Resolución 47 que contiene medidas recomendadas para la 
administración, planificación, control y mejora continua de la seguridad de la información respecto al tratamiento de 
los datos personales, de forma complementaria al artículo 9 de la Ley N° 25.326.

Además, en el año 2015, la Agencia dicta la Disposición 10 que establece las condiciones de licitud para las 
actividades de recolección y posterior tratamiento de imágenes digitales de personas con fines de seguridad. La 
mencionada Disposición establece las siguientes condiciones de licitud: el respeto de la finalidad, la calidad del 
dato, el deber de seguridad y confidencialidad, y el respeto de los derechos de los titulares de los datos relativos al 
acceso, rectificación o supresión en los términos de los artículos 14, 15, 16, 17 y 19 de la Ley N° 25.326.

En el año 2019, la Agencia dictó la Resolución 4/2019 que aprueba los criterios orientadores e indicadores de 
mejores prácticas en la aplicación de la Ley de Protección de Datos Personales. La misma contiene 5 criterios que se 
adoptaron como respuesta a la irrupción de nuevas modalidades en el tratamiento de los datos producto de las 
transformaciones tecnológicas, con el objeto de fortalecer los derechos reconocidos en la Ley N° 25.326. 

En este sentido, se regula en primer lugar el derecho de acceso a datos personales recolectados mediante sistemas de 
video vigilancia. Luego, aquellos casos en los que el tratamiento de datos sea dado de manera automatizada. A su 
vez, se indica que no será considerada persona determinable, en los términos del artículo 2 de la Ley Nº 25.326, 
cuando el procedimiento que deba aplicarse para lograr su identificación requiera la aplicación de medidas o plazos 
desproporcionados o inviables. Por otro lado, la Resolución incorpora una definición de datos biométricos y se 
establece cuando serán considerados datos sensibles. Por último, brinda lineamientos a seguir en los casos de 
tratamiento de datos personales de niños, niñas y adolescentes.

II. Red Iberoamericana de Protección de Datos

A nivel regional, Argentina participa en la Red Iberoamericana de Protección de Datos Personales (RIPD), un foro 
que tiene la finalidad de fomentar, mantener y fortalecer un intercambio de información, experiencias y 
conocimientos entre ellos, así como promover los desarrollos normativos necesarios para garantizar una regulación 
avanzada del derecho a la protección de datos personales.

En el año 2017 la Red aprobó los Estándares de Protección de Datos Personales para los Estados Iberoamericanos 
donde se establecen principios rectores en materia de protección de datos personales, a saber: el principio de 
legitimación, el principio de licitud, el principio de lealtad, el principio de transparencia, el principio de finalidad, el 
principio de proporcionalidad, el principio de calidad, el principio de responsabilidad, el principio de seguridad y el 
principio de confidencialidad.  Asimismo, se establecen los siguientes derechos en materia de protección de datos: 
acceso; rectificación, cancelación o supresión, oposición a no ser objeto de decisiones automatizadas, portabilidad, y 
limitación del tratamiento de los datos personales.

III. Proyecto de actualización de la Ley de Datos Personales



Desde el año 2022 la Agencia de Acceso a la Información Pública impulsa un proyecto de actualización de la Ley 
de Protección de Datos Personales que toma como referencia los documentos mencionados anteriormente, así como 
las legislaciones más avanzadas en la materia, pero pone en el centro la realidad y necesidades de la República 
Argentina, desde una mirada situada y soberana.

Se destaca que el texto de la actualización legislativa está enmarcado en el principio de neutralidad tecnológica, 
instituido por el artículo 5, por el cual pone el foco en el tratamiento de los datos personales y en el tipo de datos 
tratados, sin hacer alusión específica de las técnicas, procesos o tecnologías –actuales o futuras- que se utilicen. Esto 
tiene como objetivo que la norma no quede obsoleta ante los desarrollos tecnológicos, brindando reglas que 
apliquen al tratamiento de los datos personales independientemente de la tecnología que sea utilizada.

Por ello, teniendo en cuenta el impacto que las nuevas formas de tratamiento pueden tener en materia de protección 
de datos personales, el proyecto tiene un enfoque de privacidad desde la concepción del tratamiento. A tal fin, se 
incorpora la protección de datos desde el diseño y por defecto, mediante la cual el tratamiento debe, desde sus 
inicios, prever y aplicar medidas tecnológicas y organizativas apropiadas para garantizar los derechos de los 
titulares de los datos. Las medidas deben ser adoptadas teniendo en cuenta el estado de la tecnología, los costos de 
la implementación y la naturaleza, ámbito, contexto y fines del tratamiento de los datos, así como los riesgos que 
entraña el tratamiento para el derecho a la protección de los datos de sus titulares. Además, el responsable del 
tratamiento debe aplicar las medidas tecnológicas y organizativas apropiadas con miras a garantizar que, por 
defecto, sólo sean objeto de tratamiento aquellos datos personales que sean necesarios para cada uno de los fines del 
tratamiento.

La propuesta legislativa también garantiza los derechos y obligaciones relativas al tratamiento de datos realizado de 
manera automatizada o parcialmente automatizada, entendidas éstas últimas como aquellas en las que no hay 
intervención humana significativa.  En este sentido, el proyecto establece que los responsables de tratamiento tienen 
la obligación de informar, antes de la recolección de los datos personales, respecto de la existencia o no de 
decisiones automatizadas o semiautomatizadas, incluida la elaboración de perfiles. Al respecto, los titulares de los 
datos tienen el derecho de acceso a información respecto a la existencia de decisiones automatizadas, incluida la 
elaboración de perfiles, como también la información significativa sobre la lógica aplicada en ellos.

Es fundamental resaltar el derecho del titular de los datos a no ser objeto de una decisión basada única o 
parcialmente en el tratamiento automatizado de datos, incluida la elaboración de perfiles e inferencias, que le 
produzca efectos jurídicos perniciosos, lo afecte significativamente de forma negativa o tengan efectos 
discriminatorios. De esta manera, el interesado tiene derecho a solicitar la revisión por una persona humana de las 
decisiones tomadas sobre la base del tratamiento automatizado o semiautomatizado que afecten a sus intereses, 
incluidas las decisiones encaminadas a definir sus aspectos personales, profesionales, de consumo, de crédito, de su 
personalidad u otros. En consecuencia, el responsable del tratamiento debe adoptar las medidas adecuadas para 
salvaguardar el derecho a obtener intervención humana, a expresar su punto de vista y a impugnar la decisión.

A su vez, el artículo 41 del proyecto establece la obligación de llevar a cabo una evaluación de impacto relativa a la 
protección de datos personales siempre que, por su naturaleza, alcance, contexto o finalidades, sea probable que el 
tratamiento entrañe un alto riesgo de afectación a los derechos de los titulares de los datos. Esta evaluación de 
impacto deberá realizarse de manera previa a la implementación del tratamiento.

En relación a los impactos proyecto incorpora el principio de seguridad de los datos personales que establece que el 
responsable del tratamiento debe adoptar las medidas técnicas, organizativas y de cualquier otra naturaleza que 
resulten apropiadas para garantizar la seguridad y confidencialidad de los datos personales, para evitar su 



adulteración, pérdida, uso, consulta o tratamiento no autorizado, y que permitan detectar desviaciones, intencionales 
o no, de información, ya sea que los riesgos provengan de la acción humana o del medio técnico utilizado.

La propuesta legislativa también incorpora el principio de responsabilidad proactiva y demostrada que pone en 
cabeza de los responsables y encargados la obligación de debida diligencia, entendida como un proceso continuo, 
orientado a identificar, prevenir, rendir cuentas y mitigar los impactos adversos que se pudieran ocasionar. En este 
sentido, en el capítulo relativo a las obligaciones de los responsables y encargados del tratamiento se establece la 
obligación de realizar evaluaciones de impacto relativa a la protección de datos personales como una de las medidas 
mínimas e indispensables para demostrar el cumplimiento de la responsabilidad proactiva.

Por último, se destaca que esta Agencia de Acceso a la Información Pública tiene un enfoque basado en los 
derechos humanos desde una mirada situada y soberana y es con esta perspectiva que el organismo da respuesta a 
los nuevos desafíos que imponen las transformaciones tecnológicas. En consecuencia, se encuentra trabajando 
constantemente para generar normativa que fortalezca las capacidades de regulación para garantizar el debido 
respeto por los principios y derechos rectores en materia de protección de datos personales cuando el tratamiento se 
realice a través de nuevas tecnologías.

A la espera que lo expuesto resulte relevante para la realización de informe relativo a las tecnologías digitales 
nuevas y emergentes y los derechos humanos requerido por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos. 

Quedando a su disposición por cualquier consulta adicional que considere necesaria.

 
 

Sin otro particular saluda atte.
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De mi mayor consideración:
 
 


Tengo el agrado de dirigirme a Usted en relación con la Resolución 47/23 del Consejo de Derechos Humanos sobre 
las tecnologías digitales nuevas y emergentes y los derechos humanos.  


En ella, se solicita a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
(OACNUDH) que convoque a una consulta de expertos para debatir sobre la relación entre los derechos humanos y 
los procesos de establecimiento de normas técnicas para las tecnologías digitales nuevas y emergentes y que 
presente un informe al respecto que refleje los debates celebrados de forma inclusiva y exhaustiva al Consejo de 
Derechos Humanos en su 53° periodo de sesiones.


Atento ello, la OACNUDH, a través de la  Misión Permanente de la República Argentina ante los Organismos 
Internacionales en Ginebra,  remitió un cuestionario con preguntas orientadoras para la elaboración de dicho 
informe. Por considerarlo de interés y atento el trabajo que se lleva a cabo en esa oficina, se remite el documento 
mencionado para eventuales contribuciones.







Ante el caso de que se realicen aportes al respecto, mucho agradeceré la remisión de los mismos a esta Dirección  a 
más tardar el miércoles 1 de marzo,  a fin de que éstos puedan ser consolidados y remitidos a través de la Misión 
Argentina en Ginebra a la OACNUDH.


 


Sin otro particular saluda atte.
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Consejo de Derechos Humanos 
47º período de sesiones 



21 de junio a 14 de julio de 2021 



Tema 3 de la agenda 



Promoción y protección de todos los derechos humanos,  



civiles, políticos, económicos, sociales y culturales,  



incluido el derecho al desarrollo 



  Resolución aprobada por el Consejo de Derechos Humanos 
el 13 de julio de 2021 



 47/23. Las tecnologías digitales nuevas y emergentes y los  



derechos humanos 



 El Consejo de Derechos Humanos, 



 Guiado por los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas, 



 Reafirmando la Declaración Universal de Derechos Humanos y la Declaración y el 



Programa de Acción de Viena, y otros instrumentos internacionales de derechos humanos 



pertinentes, 



 Recordando la universalidad, indivisibilidad, interdependencia e interrelación de 



todos los derechos humanos y libertades fundamentales, 



 Recordando también la resolución 41/11 del Consejo de Derechos Humanos, de 11 de 



julio de 2019, sobre las tecnologías digitales nuevas y emergentes y los derechos humanos, 



y otras resoluciones pertinentes aprobadas por el Consejo y la Asamblea General, las más 



recientes de las cuales son las resoluciones del Consejo 31/7, de 23 de marzo de 2016, sobre 



los derechos del niño: tecnologías de la información y las comunicaciones y explotación 



sexual de los niños, 38/7, de 5 de julio de 2018, sobre la promoción, la protección y el disfrute 



de los derechos humanos en Internet, y 42/15, de 26 de septiembre de 2019, sobre el derecho 



a la privacidad en la era digital, y las resoluciones de la Asamblea 73/17, de 26 de noviembre 



de 2018, sobre el impacto del cambio tecnológico rápido en la consecución de los Objetivos 



de Desarrollo Sostenible y sus metas, 75/176, de 16 de diciembre de 2020, sobre el derecho 



a la privacidad en la era digital, y 75/202, de 21 de diciembre de 2020, sobre las tecnologías 



de la información y las comunicaciones para el desarrollo sostenible, 



 Tomando nota de las iniciativas del Secretario General en materia de nuevas 



tecnologías, como el Llamamiento a la acción en favor de los derechos humanos, lanzado 



en 2020, la Hoja de Ruta para la Cooperación Digital, puesta en marcha en junio de 2020, y 



la creación de la Oficina del Enviado del Secretario General para la Tecnología, 



 Recordando los Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos, 



refrendados por el Consejo de Derechos Humanos en su resolución 17/4, de 16 de junio 



de 2011, y alentando a los Estados, que son los principales titulares de obligaciones, y a las 



empresas comerciales, incluidas las empresas tecnológicas, a que apliquen los Principios 



Rectores con el fin de fomentar el respeto de los derechos humanos dentro y fuera del entorno 
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digital en el contexto de las tecnologías digitales nuevas y emergentes y los procesos de 



diligencia debida en materia de derechos humanos, 



 Reiterando la importancia de garantizar las salvaguardias adecuadas y la supervisión 



humana en la aplicación de las tecnologías digitales nuevas y emergentes, y de respetar y 



promover los derechos humanos en los marcos normativos y la legislación de ámbito 



nacional, regional e internacional, así como en la concepción, el diseño, la utilización, el 



desarrollo, el despliegue ulterior y las evaluaciones de impacto de las tecnologías digitales 



nuevas y emergentes, garantizando al mismo tiempo la participación significativa de todos 



los interesados, incluidos el sector privado, el mundo académico y la sociedad civil, 



 Acogiendo con beneplácito la labor del Comité Asesor y tomando nota de su informe 



sobre los impactos, oportunidades y retos que pueden entrañar las tecnologías digitales 



nuevas y emergentes en relación con la promoción y la protección de los derechos humanos, 



presentado al Consejo de Derechos Humanos en el presente período de sesiones1, 



 Reconociendo que las tecnologías digitales nuevas y emergentes tienen el potencial 



de facilitar los esfuerzos por acelerar el progreso humano, promover y proteger los derechos 



humanos y las libertades fundamentales, eliminar las brechas digitales, apoyar, entre otros, 



el disfrute de los derechos de las personas con discapacidad y de las que se encuentran en 



situaciones de vulnerabilidad, el progreso en la igualdad de género y el empoderamiento de 



todas las mujeres y las niñas, y velar por que nadie se quede atrás en la consecución de los 



Objetivos de Desarrollo Sostenible, 



 Reconociendo también los riesgos que las tecnologías digitales nuevas y emergentes 



pueden conllevar para la protección, la promoción y el disfrute de los derechos humanos, 



incluidos, entre otros, el derecho a la igualdad y a la no discriminación, el derecho a la libertad 



de opinión y de expresión, los derechos a la libertad de reunión pacífica y a la libertad de 



asociación, el derecho a un recurso efectivo y el derecho a la intimidad, de conformidad con 



las obligaciones contraídas por los Estados en virtud del derecho internacional de los 



derechos humanos, 



 Reconociendo además que las tecnologías digitales nuevas y emergentes pueden tener 



un gran potencial para fortalecer las instituciones democráticas y la resiliencia de la sociedad 



civil, potenciando la participación cívica y permitiendo el trabajo de los defensores de los 



derechos humanos, la participación pública y el intercambio de ideas abierto y libre, 



 Reconociendo que las tecnologías digitales nuevas y emergentes, en particular las 



tecnologías de apoyo, pueden contribuir especialmente al pleno disfrute de los derechos 



humanos por parte de las personas con discapacidad, y que estas tecnologías deben diseñarse 



en consulta con ellas y con las salvaguardias adecuadas para proteger sus derechos, 



 Consciente de que no se comprenden plenamente los impactos que tiene, las 



oportunidades que crea y los retos que plantea el cambio tecnológico rápido en lo relacionado 



con la promoción, la protección y el disfrute de los derechos humanos, también en los casos 



en que los cambios pueden producirse a un ritmo exponencial, y de que es necesario seguir 



analizándolos de forma integral, inclusiva y exhaustiva, a fin de aprovechar al máximo todo 



el potencial que tienen las tecnología digitales nuevas y emergentes para apoyar el progreso 



humano y el desarrollo de todas las personas, 



 Reconociendo que la pandemia de la enfermedad por coronavirus (COVID-19) ha 



demostrado la creciente necesidad de aprovechar el potencial positivo de las tecnologías 



digitales nuevas y emergentes y de abordar los principales retos que conllevan, incluidos los 



efectos de las medidas de respuesta a la COVID-19, como el cierre de Internet, la censura y 



la vigilancia ilegal y arbitraria que no se ajustan a las obligaciones contraídas por los Estados 



en virtud del derecho internacional de los derechos humanos, y son incompatibles con los 



principios de necesidad, proporcionalidad y legalidad, 



 Reconociendo también, en el contexto de las tecnologías digitales nuevas y 



emergentes, la necesidad de hacer frente, de un modo compatible con las obligaciones 



contraídas por los Estados en virtud del derecho internacional de los derechos humanos, a la 



  



 1 A/HRC/47/52. 
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difusión de desinformación, que puede estar concebida para incitar a la violencia, el odio, la 



discriminación y la hostilidad, entre otras cosas, el racismo, la xenofobia, los estereotipos 



negativos y la estigmatización, 



 Resaltando la importancia de aplicar a las tecnologías digitales nuevas y emergentes 



un enfoque basado en los derechos humanos que tenga en cuenta las obligaciones contraídas 



por los Estados en virtud del derecho internacional de los derechos humanos, una 



comprensión global de la tecnología, y una gobernanza y una labor reguladora de carácter 



holístico, 



 Reconociendo el importante papel que desempeñan las tecnologías digitales nuevas y 



emergentes para lograr una recuperación inclusiva y resiliente de la pandemia de COVID-19, 



entre otras formas apoyando la labor de los Estados encaminada a proteger la salud pública, 



promover la educación inclusiva y reducir las brechas digitales, prestando especial atención, 



entre otros, a las mujeres y las niñas, las personas con discapacidad y las que se encuentran 



en situaciones de vulnerabilidad, y promoviendo la conectividad digital para respetar, 



proteger y hacer efectivos los derechos humanos, 



 Destacando la necesidad de que los Gobiernos, el sector privado, las organizaciones 



internacionales, la sociedad civil, los periodistas y los trabajadores de los medios de 



comunicación, las comunidades técnicas y académicas y todos los interesados pertinentes 



sean conscientes del impacto, las oportunidades y los retos que entraña el rápido cambio 



tecnológico respecto de la promoción y la protección de los derechos humanos, y 



reconociendo el papel que desempeñan los Gobiernos en la creación de un entorno propicio 



para que la sociedad civil y las instituciones nacionales de derechos humanos contribuyan a 



concienciar sobre la interrelación que existe entre las tecnologías digitales nuevas y 



emergentes y los derechos humanos, promuevan el respeto de estos derechos por parte de las 



empresas, de conformidad con los Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos 



Humanos, y contribuyan a la rendición de cuentas por las vulneraciones de dichos derechos, 



 Reconociendo que el rápido cambio tecnológico afecta a los Estados de diferentes 



maneras, y que, a la hora de hacer frente a esos efectos, que dependen de las particularidades 



nacionales y regionales, de las capacidades de los Estados y de sus niveles de desarrollo, se 



requiere la cooperación internacional y de los múltiples interesados para que todos 



los Estados, especialmente los países en desarrollo y los menos adelantados, se beneficien de 



las oportunidades y aborden las dificultades derivadas de ese cambio, y para que reduzcan 



las brechas digitales, al tiempo que se subraya que es deber de todos los Estados promover y 



proteger todos los derechos humanos, dentro y fuera del entorno digital, 



 1. Reafirma la importancia de un enfoque holístico, inclusivo y amplio y la 



necesidad de que todos los interesados colaboren de manera más concertada para abordar los 



posibles efectos, oportunidades y desafíos de las tecnologías digitales nuevas y emergentes 



en relación con la promoción y protección de los derechos humanos; 



 2. Hace notar el llamamiento del Secretario General para que los Estados 



Miembros sitúen los derechos humanos en el centro de los marcos reguladores y la legislación 



relativos al desarrollo y el uso de las tecnologías digitales, y para que la Oficina del Alto 



Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos elabore orientaciones 



destinadas a todo el sistema sobre la diligencia debida en materia de derechos humanos y las 



evaluaciones de impacto en el uso de las nuevas tecnologías; 



 3. Solicita a la Oficina del Alto Comisionado que convoque dos consultas de 



expertos para debatir sobre la relación entre los derechos humanos y los procesos de 



establecimiento de normas técnicas para las tecnologías digitales nuevas y emergentes y la 



aplicación práctica de los Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos a 



las actividades de las empresas tecnológicas, y que presente un informe al respecto, que 



refleje los debates celebrados de forma inclusiva y exhaustiva, al Consejo de Derechos 



Humanos en sus períodos de sesiones 50º y 53º; 



 4. Solicita también a la Oficina del Alto Comisionado que, al preparar las 



consultas de expertos y los informes mencionados, recabe aportaciones y tenga en cuenta la 



labor pertinente ya realizada por los interesados de diversas regiones geográficas, incluidos 



los Estados, las organizaciones internacionales y regionales, el Comité Asesor, los 











A/HRC/RES/47/23 



4 GE.21-09913 



procedimientos especiales del Consejo de Derechos Humanos, los órganos creados en virtud 



de tratados, otros organismos, fondos y programas pertinentes de las Naciones Unidas, 



incluida la Unión Internacional de Telecomunicaciones, otras organizaciones de desarrollo 



normativo pertinentes y la Oficina del Enviado del Secretario General para la Tecnología, en 



el marco de sus respectivos mandatos, las instituciones nacionales de derechos humanos, la 



sociedad civil, el sector privado, la comunidad técnica y las instituciones académicas; 



 5. Invita a la Oficina del Alto Comisionado a que siga trabajando en la aplicación 



de un enfoque de derechos humanos a la concepción, el diseño, el uso, el desarrollo y el 



ulterior despliegue de las tecnologías digitales nuevas y emergentes a fin de ayudar a las 



empresas, incluidas las pertenecientes al ámbito tecnológico, a desarrollar y aplicar procesos 



de diligencia debida en materia de derechos humanos, y a que ayude a los Gobiernos que lo 



soliciten a formular leyes y políticas basadas en los derechos humanos para las tecnologías 



digitales nuevas y emergentes mediante, entre otras cosas, la educación en materia de 



derechos humanos y una estrecha consulta con la sociedad civil y las empresas, especialmente 



las del ámbito tecnológico; 



 6. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 



38ª sesión 



13 de julio de 2021 



[Aprobada en votación registrada por 44 votos contra ninguno y 3 abstenciones. La votación 



fue la siguiente: 



Votos a favor: 



Alemania, Argentina, Armenia, Austria, Bahamas, Bahrein, Bangladesh, 



Bolivia (Estado Plurinacional de), Brasil, Bulgaria, Burkina Faso, Camerún, 



Chequia, Côte d’Ivoire, Cuba, Dinamarca, Federación de Rusia, Fiji, Filipinas, 



Francia, Gabón, India, Indonesia, Islas Marshall, Italia, Japón, Libia, Malawi, 



Mauritania, México, Namibia, Nepal, Países Bajos, Pakistán, Polonia, Reino 



Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, República de Corea, Senegal, 



Somalia, Sudán, Togo, Ucrania, Uruguay y Uzbekistán. 



Abstenciones: 



China, Eritrea y Venezuela (República Bolivariana de).] 



    








			Resolución aprobada por el Consejo de Derechos Humanos el 13 de julio de 2021


			47/23. Las tecnologías digitales nuevas y emergentes y los  derechos humanos






















		fecha: Viernes 10 de Febrero de 2023

		numero_documento: NO-2023-15721613-APN-DSHIYATI#MRE

		localidad: CIUDAD DE BUENOS AIRES

				2023-02-10T13:36:29-0300





		usuario_0: Nicolas Francisco Vidal

		cargo_0: Director

		reparticion_0: Dirección Seguridad Humana, Innovación y Asuntos Tecnológicos Internacionales
Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto

				2023-02-10T13:36:30-0300









	fecha: Viernes 3 de Marzo de 2023
	numero_documento: NO-2023-23566768-APN-AAIP
	localidad: CIUDAD DE BUENOS AIRES
		2023-03-03T15:20:19-0300


	usuario_0: Beatriz de ANCHORENA
	cargo_0: Directora
	reparticion_0: Agencia de Acceso a la Información Pública
		2023-03-03T15:20:20-0300




